Autoridad Portuaria de Baleares

Moll Vell,3.

07012 Palma (Illes Balears)

AL PRESIDENTE DE LA AUTORIDAD PORTUARIA DE BALEARES

Don Juan Marí Marí, actuando en nombre y representación del CLUB NÁUTICO IBIZA, en su condición de Presidente de la citada entidad, según tengo acreditado ante esa Autoridad Portuaria, y con domicilio a efectos de notificaciones en Avenida de Santa Eulària des Riu, Ibiza (Islas Baleares), comparece y como mejor proceda en Derecho, DICE
PRIMERO.- Con fecha de 25 de enero de 2024,  el Club presentó escrito ante la Autoridad Portuaria por el que venía a poner en conocimiento de la Autoridad Portuaria la noticia de la condena  penal de Don Alberto Pedraza Jorde como autor confeso de sendos delitos de estafa y falsificación , y se solicitaba que 

1.- Se acuerde por la Autoridad Portuaria la realización de la actividad probatoria necesaria para la determinación de la concurrencia de una prohibición de contratar en la persona de Don Alberto Pedraza Jorve y la empresa vinculada PUERTOS Y LITORALES SOSTENIBLES, y de manera especial: 

•
Se oficie a la Audiencia Nacional a los efectos de aportar testimonio de la sentencia de condena a Don Alberto Pedraza Jorve.

•
Se solicite del Registro Central de Titularidades Reales certificación sobre la titularidad real de la empresa PUERTOS Y LITORALES SOSTENIBLES.
2.- Se acuerde, en su caso, y como resultado de la citada actividad probatoria, la exclusión de la oferta presentada por la empresa, PUERTOS Y LITORALES SOSTENIBLES, en cuanto incursa en una prohibición de contratar, y por vulnerar la Base cuarta del pliego regulador de la licitación, continuando adelante con el concurso convocado.

SEGUNDO.- Con fecha de 2 de febrero de 2024, el Director de la Autoridad Portuaria remite a esta entidad una comunicación, en la que se indica que 

Esta Autoridad Portuaria ha realizado las actuaciones oportunas en garantía de la legalidad que debe presidir el procedimiento en curso y ha verificado, mediante acceso íntegro a la Sentencia dictada por la Audiencia Nacional, que el Sr. Pedraza ha sido condenado por delitos que no están contemplados entre aquellos que dan lugar a la aplicación de las prohibiciones de contratar del artículo 71.1.a) de la LCSP, y que deben ser objeto de interpretación restrictiva. Además, tampoco ha sido condenado a la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de cualquier actividad comercial o industrial ya sea por cuenta propia o a través de una entidad jurídica.

Habiéndose consultado a los servicios jurídicos (Abogacía del Estado) de esta APB, estos han informado de que el fallo de la citada sentencia de la Audiencia Nacional no implicaría prohibición de contratar en la persona del Sr. Pedraza Jorde que impida su concurrencia al concurso y que por ello, resulta improcedente realizar actuaciones adicionales destinadas a la prueba o verificación de si el referido señor es (o no) administrador de hecho de PLS.

TERCERO.- A la vista de tal comunicación,   el Club presentó un nuevo escrito  con fecha de 8 de febrero de 2024 en el que se solicitaba que
1.- Se nos facilite copia del expediente administrativo completo, y de modo especial de la sentencia por la que se condena al Sr. Pedraza por los delitos indicados, así como del informe emitido por la Abogacía del Estado sobre la concurrencia de la prohibición de contratar.  

2.- Se acuerde por la Autoridad Portuaria la averiguación de la titularidad real de la empresa PUERTOS Y LITORALES SOSTENIBLES, y de manera especial, se solicite del Registro Central de Titularidades Reales certificación sobre la titularidad real de la empresa PUERTOS Y LITORALES SOSTENIBLES.
CUARTA.- Con fecha de  16 de febrero, la Autoridad Portuaria remite comunicación en el que no se nos da traslado del expediente completo, sino sólo de determinados documentos.
Entre esos documentos aparece la Sentencia solicitada, y un correo electrónico de la Abogacía del Estado por el que se expresa su opinión sobre la no concurrencia de la prohibición de contratar en el Sr. Pedraza, y al que se atribuye la cualidad de informe.  

Así mismo, se expresa que la consulta al Registro de Titularidades Reales resulta improcedente porque no es una actuación normativamente exigible en el momento procedimental en el que nos encontramos sin que exista causa o interés legítimo que pueda motivar su acceso pudiendo ser considerado una actividad meramente indagatoria no admisible ni justificable.
A la vista de tal escrito, esta entidad desea realizar las siguientes manifestaciones: 

1.- En primer lugar, el informe de la Abogacía del Estado ha quedado sustituido por un simple correo electrónico.  Además, el citado correo electrónico no contine ninguna motivación de la conclusión expresada en el mismo, sin que sea posible conocer el proceso lógico para alcanzar tal conclusión. 
Esta entidad, por otra parte, ha solicitado informe a Don Manuel Ollé Sesé, Profesor Titular de Derecho penal de la Facultad de Derecho, de la Universidad Complutense de Madrid, y abogado en ejercicio, sobre la concurrencia de la prohibición de contratar.  Se aporta copia de dicho informe como documento adjunto.  En el citado informe se concluye que 

Primera. - El artículo 71 de la LCSP prohíbe contratar a las personas condenadas por sentencia firme por, entre otros, delitos de fraudes.

Segunda. - El término fraudes es ambiguo. Incluye los delitos contemplados en el capítulo VIII del Código Penal, denominado De los fraudes y exacciones ilegales (artículos 436 a 438 del Código Penal), inserto en el Título XIX, del Libro II.

Tercera. - El término fraudes también puede incluir el delito de estafa (artículos 248 a 251 bis del Código Penal) y, en concreto, la estafa procesal, al configurarse ésta como un delito de defraudación, de acuerdo con el Capítulo VI, denominado de las defraudaciones, del Título XIII, del Libro II, del Código Penal.

Cuarta. – La decisión y responsabilidad de decidir si existe causa prohibitiva de la contratación derivada de una sentencia penal firme es del órgano de contratación, esto es, de la Autoridad Portuaria de Baleares.

Por lo tanto, y de conformidad con dicho informe, la Autoridad Portuaria debería declarar la prohibición de contratar de don Alberto Pedraza, y de la entidad PUERTOS Y LITORALES SOSTENIBLES. 
2.- En segundo lugar, en el escrito presentado por el Club con fecha de 25 de enero de 2024, se exponía también la necesidad de determinar la titularidad real de la sociedad PUERTOS Y LITORALES SOSTENIBLES, con base a los motivos y argumentos allí recogidos que ahora se dan por reproducidos. Así mismo, se solicitaba también que se peticione al Registro Central de Titularidades Reales la certificación sobre la titularidad real de la empresa PUERTOS Y LITORALES SOSTENIBLES. 

Resulta desde luego sorprendente que la Autoridad Portuaria no realice actuación alguna dirigida a determinar la titularidad real de las empresas a las que otorga las concesiones administrativas, con el solo argumento de que se trata de una actuación que no es normativamente exigible. Pero la sorpresa muta en estupor y escándalo cuando se trata de un concurso público para el otorgamiento de un título tan relevante como la explotación de las instalaciones del Club Náutico de Ibiza, y la única cabeza visible de la empresa competidora corresponde a una persona condenada por los delitos de estafa y falsedad.   
A todos los integrantes de este Club, y a la sociedad en general, nos produce una legítima indignación que tal posibilidad pueda siquiera llegar a plantearse, y más a la vista de todas las circunstancias concurrentes en la oferta presentada, y que venimos denunciado ante esa Autoridad Portuaria, en particular, el tratarse de una oferta ficticia y simulada.  Por ello, la Autoridad Portuaria debe abandonar esa situación pasiva, recuperar la diligencia debida, y realizar las actuaciones necesarias de cara a averiguar la titularidad real de la citada empresa. 
QUINTA.- Por  otra parte, la cuestión planteada en el presente procedimiento es ciertamente singular, tanto por las cuestiones de fondo debatidas (extensión de las prohibiciones de contratar, e indagación de la titularidad real de las empresas concesionarias de la Administración)  como por la alarma social generada, y que se ha traducido en diversas manifestaciones y  campañas de recogida de firmas en defensa del  Club. 

La relevancia de los asuntos planteados demanda que se solicite informe del Consejo de Estado, como supremo órgano asesor del Estado, y de conformidad con lo expuesto en el artículo 25 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, según el cual “1. El Consejo de Estado, sea en Pleno o en Comisión Permanente, puede ser oído en cualquier asunto en que, sin ser obligatoria la consulta, el Presidente del Gobierno o cualquier Ministro lo estime conveniente.”
De conformidad con lo expuesto, 

SOLICITO que se tenga por presentado este escrito, por hechas las alegaciones contenidas en el mismo, y de su conformidad, 
1.- Se declarare la prohibición de contratar de don Alberto Pedraza, y de la entidad PUERTOS Y LITORALES SOSTENIBLES.
 2.- Se acuerde por la Autoridad Portuaria la averiguación de la titularidad real de la empresa PUERTOS Y LITORALES SOSTENIBLES, y de manera especial, se solicite del Registro Central de Titularidades Reales certificación sobre la titularidad real de la empresa PUERTOS Y LITORALES SOSTENIBLES.
3.- Con carácter subsidiario, se solicite informe al Consejo de Estado conforme a lo indicado en el cuerpo de presente escrito. 
En Eivissa, a 11 de marzo de 2024
